
puesto por don Francisco Sánchez Martínez, contra las resolucio­
nes de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia 
militar de 17 de enero de 1978 y 2 de marzo de 1683, las que 
anulamos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en 
cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo reali­
zarlo en ese porcentaje y manteniendo los demás pronuncia­
mientos de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de cos­
tas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la, Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1962, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General, Presidente del Consejo Supremo de

Justicia Militar.

24697 ORDEN 111/01929/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 17 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don José Morales Alberti, 
ex Maestre de Aeronáutica Naval.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia,ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de uña, como demandante, don José Morales Al­
berti, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resolución de la Sala de Gobierno 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 20 de abril de 1980 
y 26 de noviembre de 1980, se ha dictado sentencia, con fecha 
17 de tnayo de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisbilidad propuesta por 
la Administración y aceptando su allanamiento, estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don José Mo­
rales Alberti, contra la r solución de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 29 de abril de 1980 y 
26 de noviembre de 1960, que anulamos en cuanto fijan el haber 
de retiro del recurrente en cuahtia inferior al 90 por 100 del 
regulador, debiendo señalarlo en ese porcentaje, y manteniendo 
los demás pronunciamientos de las resoluciones recurridas; sin 
imposición de les costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1056, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. É.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General, Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

24698 ORDEN 111/01930/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de 
abril de 1984, en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Manuel Oliva Martín, Sar­
gento de Caballería.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manuel Oliva 
Martin, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 30 de julio de 1980 y 23 de febrero de 1983, 
se ha dictado sentencia con fecha 30 de abril de 1984, cuya 
parte dispositiva es como sigue;

•Fallamos-. Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Manuel Oliva Martín, contra las resoluciones de la 
Sala de Gobiorno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 30 
de julio de 1980 y 23 de febrero de 1983, las que anulamos en 
cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuantía inferior 
al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese porcen­
taje, y manteniendo los demás pronunciamientos de las resolu­
ciones impugnadas. Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de le Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la apresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General, Presidente del Consejo Supremo de

Justicia Militar.

24699 ORDEN 111/01935/1984, de 6 de septiembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de abril 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Tomás García Iglesias.

Excmo. Sr. En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Tomás García 
Iglesias, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supre­
mo de Justicia Militar de 22 de diciembre de 1961 y 9 de fe­
brero de 1983, se ha dictado sentencia con fecha 30 de abril 
de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos en parte el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Tomás García Iglesias contra las resolu­
ciones do la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia 
Militar de 22 de diciembre de 1981 y de 9 de febrero de 1983, 
las que anulamos en cuanto fijan el haber de retiro del re­
currente en cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, de­
biendo realizarlo en ese porcentaje, y .desestimando en el resto 
la pretensión actora. Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín OfiGÍal del Estado” y se insertará en la "Colección Legis­
lativa", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid. 0 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

24700 ORDEN 111/01936/1984, de 6 de septiembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de 
abril de 1984, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Antonio Díaz Zarago­
za, Carabinero.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Antonio Díaz Za­
ragoza, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
ei Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supre­
mo de Justicia-Militar de 6 de mayo de 1981 y 23 de fe­
brero de 1983, se ha dictado sentencia con fecha 30 de abril 
de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que, aceptando el allanamiento de la Adminis­
tración, estimamos el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Antonio Díaz Zaragoza contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
de 6 de mayo de 1981 y 23 de febrero de 1983, las que anula­
mos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuan­
tía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo 
en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronunciamientos 
de las resoluciones impugnadas Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
regulador-’, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
e1 artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número



54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E, muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 

de Justicia Militar.

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

24701 ORDEN de 23 de julio de 1984 por la que se con­
cede prórroga para llevar a cabo la ejecución del 
proyecto y prórroga de los beneficios fiscales otor­
gados, que establece la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre, a la Empresa «Metalúrgica de Gormaz, 
Sociedad Anónima» (expediente SO-6).

Ilmo. Sr.: Vista la resolución emitida por la Secretaria Gene­
ral Técnica del Ministerio de Industria y Energía, de fecha 
0 de julio de 1984; el artículo 3.“ de la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre, sobre industrias de interés preferente, y el Decreto 
1090/1970, de 8 de abril, que declaró a 1p. Empresa «Metalúr­
gica de Gormaz, S. A.» (expediente SO-6), como polígono de 
preferente localización industrial,

Este Ministerio, de conformidad con la propuesta formulada 
por la Dirección General de Tributos, acuerda conceder una
Íirórroga hasta el día 20 de abril de 1985 para llevar a cabo 
a ejecución del proyecto aprobado en el expediente SO-0, y en 

la vigencia de los beneficios fiscales sin plazo especial de dura­
ción, concedidos por Orden de este Departamento de fecha 7 de 
febrero de 1979 («Boletín Oficial del Estado» de 15 de marzo), 
a la Empresa «Metalúrgica de Gormaz, S. A.» (expediente SO-6), 
para la instalación de una industria metalúrgica de plomo en ei 
polígono «Gormaz, de San Esteban de Gormaz» (Soria), expe­
diente SO-6.

Dicha prórroga no resulta extensiva a la reducción de los 
Impuestos sobre las Rentas del Capital y General sobre Trans­
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, de 
conformidad ccn lo previsto en las Leyes 01/1978, de 27 de 
diciembre; 44/1978, de 8 de septiembre, y 32/1980, de 21 de 
junio.

Contra la presente Orden podrá interponerse recurso de repo­
sición de acuerdo con lo previsto en el articulo 128 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo ante el Ministerio de Economía y 
Hacienda en el plazo de un mes, contado a partir del día 
siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 23 de julio de 1984.—P. D. (Orden de 14 de mayo 

de 1984). el Director general de Tributos, Francisco Javier Eiroa 
Villamovo.
Ilmo. Sr. Secretario de Estado de Hacienda.

24702 ORDEN de 23 de julio de 1984 por la que se con­
cede prórroga para llevar a cabo la ejecución del 
proyecto y prórroga de los beneficios fiscales otor­
gados, que establece la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre, a la Empresa «Linares Fibras Indus­
triales, S. A.» (LIFISA), expediente JA-48.

Ilmo. Sr.: Vista la resolución emitida por la Secretaria Gene­
ral Técnica del Ministerio de Industria y Energía de fecha 6 de 
julio de 1984, el articulo 3.° de la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre, sobre industrias de interés preferente, y el Decreto 
978/1976, de 8 de abril, que declaró el territorio del Plan Jaén 
como zona de preferente localización industrial,

Este Ministerio, de conformidad con la propuesta formulada 
por la Dirección General de Tributos, acuerda conceder una 
prórroga hasta el día 28 de junio de 1987 para llevar a cabo 
la ejecución del proyecto aprobado en el expediente JA-48 y en 
la vigencia de los beneficios fiscales sin plazo especial de dura­
ción, concedidos por Orden de este Departamento de fecha 25 de 
abril de 1979 («Boletín Oficial del Estado de 20 de mayo), a la 
Empresa «Linares, Fibras Industriales, S. A.» (LIFISA), expe­
diente JA-48, para la instalación de una industria de fabricación 
y venta de productos de plástico reforzado en Linares (Jaén).

Dicha prórroga no resulta extensiva a las reducciones en los 
Impuestos sobre las Rentas del Capital y General sobre Trans­
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, de 
conformidad con lo previsto en las Leyes 61/1978, de 27 de 
diciembre; 44/1978,, de 8 de septiembre, y 32/1980, de 21 de 
Junio.

Contra la presente Orden podrá interponerse recurso de repo­
sición de acuerdo con lo previsto en el articulo 126 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo, ante el Ministerio de Econo­

mía y Hacienda en el plazo de un mes, contado a partir del 
día siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid. 23 de julio de 1984.—P. D. (Orden de 14 de mayo 

de 1984), el Director general de Tributos, Francisco Javier 
Eiroa Villamovo.

Ilmo. Sr. Secretario de Estado de Hacienda.

24703 ORDEN de 18 de septiembre de 1984 por la que 
se regulan determinados aspectos del seguro de 
lluvia en la recolección de algodón (experimental), 
correspondiente al plan 1984.

Imo. Sr.: En aplicación del plan anual de Seguros Agrarios 
Combinados para 1984, que fue aprobado por el Consejo de 
Ministros de 7 de septiembre de 1983, y en uso de las atribu­
ciones que le confieren la Ley de 10 de diciembre de 1954, 
sobre ordenación de los Seguros Privados; la Ley 87/1978, de 
28 de diciembre, de Seguros Agrarios Combinados, y su Regla­
mento aprobado por Real Decreto 2329/1979, de 14 de septiem­
bre.

Éste Ministerio, previo informe del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, conforme al artículo 44.3 del mencionado 
Reglamento, ha tenido a bien disponer:

Primero.—El seguro de lluvia en la recolección de algodón 
(experimental), incluido en el plan anual de Seguros Agrarios 
Combinados para 1984, se ajustará a las normas establecidas 
en la presente Orden, siéndole de aplicación las condiciones 
generales de los seguros agrícolas aprobadas por Orden del 
Ministerio de Hacienda, de 8 de junio de 1981 («Boletín Oficial 
del Éstado» del 19).

Segundo.—Se aprueban las condiciones especiales, declaracio­
nes de seguro y tarifas que la «Agrupación Éspañola de Entida­
des Aseguradoras de los Seguros Agrarios Combinados, S. A.», 
empleará en la contratación de este seguro. Las condiciones 
especiales y tarifas citadas figuran en los anexos I y II, respec­
tivamente, de esta Orden.

Tercero.—Los porcentajes máximos para gastos de gestión in­
terna y extema se fijan, cada uno de ellos, en un 10 por 100 
de las primas comerciales.

En los seguros de contratación colectiva las primas comer­
ciales que figuran en el anexo I de la presente disposición ten­
drán. una bonificación del 2 por 100 sobre las mismas, para las 
pólizas con número de asegurados igual o superior a 20 y 
hasta 50; del 4 por 100, para pólizas de 51 a 100 asegurados, y 
del 6 por 100, para más de 100 asegurados.

Cuarto.—La prima comercial incrementada con el recargo a 
favor del Consorcio de Compensación de Seguros y los tributos 
legalmente repercutibles constituye el recibo a pagar por el 
tomador del seguro.

Quinto.—Se fija en un 10 por 100 el porcentaje sobre la 
cuantía de los daños que se aplicará en concepto de franquicia.

Sexto.—Se fija en un d0 por 100 el porcentaje de dotación 
de la «reserva acumulativa de seguros agrarios», establecida 
en el articulo 42 del Reglamento sobre Seguros Agrarios Com­
binados.

Asimismo,. se destinará íntegramente a dotar esta reserva 
el importe de los recargos de seguridad aplicados a las primas 
de riesgo en las tarifas que se aprueban en el artículo segundo 
de esta Orden.

Séptimo.—A efectos de lo dispuesto en el artículo 38, apar­
tado 2 y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 44, 
apartado c), del mencionado Real Decreto, el porcentaje máxi­
mo de participación de cada Entidad aseguradora y el cuadro 
de coaseguro son los aprobados por la Dirección General de 
Seguros.

Octavo.—Se autoriza a la Dirección General de Seguros para 
dictar las normas necesarias para la aplicación de la presente 
Orden.

Noveno.—La presente Orden entrará en vigor al día siguiente 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Lo que comunico a V. I.
Madrid, 18 de septiembre de 1984.—P. D., el Secretario de 

Estado de Economía y Planificación, Miguel Angel Fernández 
Ordóñez.
Ilmo. Sr. Director general de Seguros.

ANEXO I
CONDICIONES ESPECIALES DEL SEGURO EXPERIMENTAL 

DE LLUVIA EN ALGODON
De conformidad con el plan anual de seguros, aprobado por 

Consejo de Ministros, se garantiza la producción de algodón, 
contra el riesgo de lluvia, en base a estas condiciones espe­
ciales, OQmplementarias de las generales de Póliza de Seguros 
Agrícolas, aprobadas con carácter general por Orden ministerial 
de Hacienda, de 8 de junio de 1981 («Boletín Oficial del Es­
tado» de 19 de junio), de las que este anexo es parte Inte­
grante.

Primera.—Objeto.—Coa él limíte del capital asegurado se 
cubren exclusivamente los daños en calidad producidos por la


